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1. lA TEORIA

Según la teorfa ciásica dei sistema capitaltsta, el progreso económico
habfa de producirse armoniosamente como resultado de una lucha económica
entre los miembros de {a sociedad. Este estado de permanente pelea social
por la ganancia económica originaria tanto la ordenación de las necestdades
sociales como su adecuada satisfacción. AI Estado tan sólo se le reservaba
el papef de policía det orden y el ejercfcfo de determinados servicios que ya
entonces no encajaban en su encuadramiento privado y que, por ello, empezaron
a Ilamarse •serviclos públicos•. Excepclonalmente se permitia una interven-
ción del Estado de carácter subsidiarlo, a fin de que diera cumplido acaba-
miento al orden tan natural y espontáneamente surgido.

Tal cuadro se descompuso bien pronto, st es que en algún momento tuvo
realidad. Aunque es cterto que la guerra socioeconómfca produjo un tncre-
mento notorio de la producción, el Estado tuvo que intervenir incesante y
progresivamente en la economía, acabando por considerarla como un •totum•
de la que era responsable dtrecto y hacténdola objeto de un plan, unas reglas
y un sistema de protección permanente. Poco queda en 1a actualidad del plan-
teamiento inicfal. Muy al contrario, nos encontramos en una altura histórtca
en que se ha desvelado definitivamente la inconsistencta de la distinción entre
actividad económica pública y privada, en que la noción de •servicio públlco•,
como aparato de deslinde juridico, resulta inservible y, en definitiva, en una
situaclán en la que la (nterrogante básica consiste en sl deben permitirse unas
actividades econŭmlcas de producción prlvada que no sean de •interés
público^.

En este desquiciamiento generaf de la teoria, surge en la época moderna
una actlvtdad de la Admtnistración que va más allá del puro intervencionismo
estatai, por v(rtud de la cual, el Estado se constituye en garante de ta sub-
slstencta y prosperidad de determinados sectores privados de notorio interés
soctal. Nace can ello una actividad de traspaso de fondos púbiicos a sectores
privados; es declr, un proceso de atribución de ganancia al empresario privado
con el producto del esfuerzo comunitario.

Pues bien, Lpodrian incluirse las ayudas y subvenclones a la enseñanza
no estatal dentro de este contexto? A mi entender, este planteamiento enmas-
cararía, injustamente, ei papei de la enseñanza no estatal y la privarfa de soli-
dez institucional, porque se veria redargiiida con razonamientos dffícilmente
rechazables. En efecto, st ef papel del Estado constste, seg ŭn el orden de los
principios capitalfstas, en supllr subsldiariamente las necesidades no satisfe-
chas por la lntciativa privada, Lqué sentido ttene que renuncie a su oportuna
actuacián entregando al sector prtvado los fondos de la comunidad nactonal?
Por otra parte, las subvenciones estatales únicamente tienen sentido respecto
de sectores económicos ocasionalmente deprimtdos y en los que el Estado
aparece desltgado de su ejerctcio (es decir, no es •patrono^), lo cual no
encaja en ei sector de la enseñanza, donde tradicionalmente se admite una
gestión directa de la propia Administraclón púhlica: la Ilamada ^Escuela
púbiica^.
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La actividad protectora del poder público no aparece, en este caso, am-
parada en el principio de subsidiariedad económica, sino prlncipalmente por
ef ejercicio de actividades que tienden a fa protección de la libertad de edu-
car y, aún más, de la libertad de ser de cada individuo.

Independientemente de la finalidad de instrucción, es un hecho incontro-
vertible que la educación tiene un efecto conformador del Endividuo. Durante
el período de formación, el niño es objeto de eso que se tlama •modulación
de su espíritu• y que es, las más de las veces, la adecuación del espiritu del
niño a las ideologías, creencias, dogmas o formas de vida en que está insta-
lado su educador. Cabalmente por elio, los Estados han puesto toda su espe-
ranza en la escuela, como el útero social donde ha de formarse ese •hombre
nuevo^ que ha de resolver los problemas socfales de los mayores.

Ante esta situación, que no es una teoría ni una interpretación, sino pura
constatación de hechos, es evidente ef grave peligro que corre la libertad del
individuo e incluso los propios grupos ideológicos o confesionales que plural-
mente se producen en una sociedad civilizada. Es en este contexto donde hay
que situar la mecánica de fa protección escolar. Si el Estado conforma ai niño,
las instituciones sociales también deben tener derecho a conformarlo. Si el
Estado afrece enseñanza gratuita, las instituciones sociales también quieren
igualarse en esta oportunidad, sea cualquiera su condición económica.

Lo óptimo será respetar la libertad del niño, detener esa agresi4n ideológica
que recibe por parte de todos los que se creen en posesión de la verdad.
Dice la •Dignitatis humanae-: •...Todos los hombres deben estar Iibres de
cualquier presión por parte tanto de los individuos como de 1os grupos sociales
y de todo poder humano y nadie puede ser conducido a la fe por la presión
o por habilidades indignas del Evangelio. n

Ahora bien, como el niño carece de la responsabilidad inherente a la liber-
tad, he aquí de dónde surge ta atribución de esa libertad a su representante
natural que es el padre. De ahí emana el •derecho natural. dei padre a elegir
la educación del hijo, derecho que está por encima del •tus educandi• del
Estado y de ia lglesia. Por tanto, es el mismo derecho a la libertad, la ausencia
de monopolio y la consiguiente pluralidad de ofertas educativas, lo que parece
justificar la subsistencia del educador no estatal y el interés de 1a comunldad
en que sea protegido económicamente.

La idea de libertad está claramente recogida por el Concillo Vaticano II
en la mención que hace de las ayudas públicas educattvas.

Esta declaración vaticana está referida a la defensa de la libertad religiosa,
pero no hay razón para dejar de incardinarla en los principios de la libertad
educativa.

Dice así:

^E! poder pŭblico, a quien pertenece proteger y defender las llbertades de
los c/udadanos, atendiendo a la justicia distributiva debe procurar distribulr
las ayudas públicas de forma que los padres puedan escoger con llbertad
absoluta, según su propia conciencia, la escuela de sus hijos.•

Añade a ello, más adelante, ei deber del Estado de excluir, .cualquler mo-
nopoiio de la enseñanza, que se opone a los derechos naturales de 1a persona
humana, al progreso y difusión de la cultura misma, a la pacífica convivencia
de los ciudadanos y al pluralismo que hoy predomina en muchíslmas socie-
dades^.
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Esta es la hora en que se ha comprendido que, s1 bien es cierto que no
hay Iibertad sino dentro de un orden, no menos cierto es que no hay orden
justo sino es un orden de libertades. La Iglesia, al radicar las ayudas públicas
en el derecho de libertad, ha dignificado sus demandas económicas.

Pero donde no existe pluralismo ideológico o confesional, donde todo niño
tiene que ser necesariamente conformado con arreglo a una misma doctrina
política y religiosa, ^qué papel tiene la ayuda y hasta la misma distinción entre
enseñanza estatal y no estatal? Pregunta embarazosa y difícil de contestar.
Igualmente podrá preguntarse: Bien con la intervención de las instituciones
sociales en el quehacer educativo, pero ^por qué convertir los fondos públicos
en propiedades privadas?, Lqué garantía se tiene de la permanencia de los
bienes entregados al servicio de la educación?, ^no sería más lógico que el
Estado propiciara en sus propios centros la libertad de elección entregando la
admisión de los mismos a los propfos padres de alumnos, pero sin engrosar
patrimonios privados? Pregunta no menos disolvente que la anterior, que ero-
siona la misma razón de ser de las subvenciones y qufere tener su salida en
el Decreto 488 con el sistema de cesiones de uso de centros construidos por
ei Estado.

II. LOS ANTECEDENTES DEL DERECHO POSiTIVO VIGENTE

Los antecedentes de ayudas y subvenciones con anterioridad a la Ley Gene-
ral de Educación y singularmente al Decreto 488/1973, de 1 de marzo, no son
homogéneos. Regía un sistema de ayudas distinto según los diversos niveles
educativos, lo cual evidencia una vez más las fallas de la antigua organlzación
del Ministerio por sectores o nlveles educativos. Examinémoslos sucinta-
mente.

Educaclón prlmarle

Los preceptos reguladores de las ayudas, que se ilamaban en el lenguaje
administrativo «subvenciones a particulares«, son los artículos 6° y 17 ° de la
Ley de Construcciones Escolares, con las modificaciones introducidas por la
Ley de 18 de diciembre de 1964.

EI artículo t7 establece un régimen de subvención que está limitado, por
una parte, al 50 por 100 de1 importe de la obra y, por otra, a un móduio que la
Ley de 1964 establece en 150.000 pesetas por unidad escolar y que últtma-
mente estaba fijado en 250.000 pesetas.

EI procedimiento es sencillo: Se establece una partida dentro del presu-
puesto de la Junta de Construcciones (partida que en el último presupuesto
alcanzó tan sólo la cantidad de 156.000.000 de pesetas) y se van otorgando
las subvenciones por el principio de prioridad en la solicitud, cumplidos los
requisitos formales y técnicos correspondientes. Aprobada la subvención, se
abonaba el 50 por 100 al cubrir aguas la edificación proyectada y ei resto a
la terminación de la obra.

EI mayor defecto de este régimen de subvenciones, amén de la condición
draconiana de imponer la enseñanza gratuita, es el establecimiento de un mó-
dulo de construcción prefijado que, aunque revisable, tiende a distanciarse
en poco tiempo de la realidad. Este inconveniente lo vemos repetido en casi
todos los regfinenes de subvención estatal y ser(a conveniente evitarlo en
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el futuro, por cuanto acaba haciendo perder a la norma protectora de Ia suges-
tión que pretende despertar.

En la enseñanza primaria se estructuraba también un sistema de présta-
mos, pero era remitido a la discrecionalidad de las Instituciones oficiales de
ahorro.

Educaclón sécundarla

En la educación secundarfa el antecedente inmediato son las Ilamadas ^sub-
venciones para la creación de puestos escolares•, ineluidas en el sistema de
ayudas que recoge el Decreto 1614/1964, de 27 de mayo, y disposiciones com-
piementarias.

Este sistema tenfa como novedad que, por una parte, el montante de las
ayudas figuraba incluido en los Presupuestos Generales del Estado, no sólo
en subvención, síno también en préstamo, lo cual no deja de ser contradictorio,
habida cuenta la existencia de Instituclones oficiafes de crédito.

Las subvenciones de nuevos puestos escolares, como las de primaria,
tampoco fijaban unos criterios materiales de reparto. Se establecía un número
de afumnos por aula, se prevenía el establecimiento de un lím:te de precio,
se catculaba sobre unos módulos oficialmente aprobados (10.000 pesetas por
puesto escolar en subvención y 15.000 en préstamo) y se constituía una
hipoteca legal para garantizar, entre otras, la obligación de destinar el edificio
a la enseñanza durante un plazo mínimo de un año. EI pago de la subvención
se hacía en una primera entrega y sobre el valor del suelo y el resto por cer-
tificaciones de obra. No pagaba el Ministerio de Educación, sino el Banco de
la Construcción, al que le proveía de fondos ei Departamento.

A mi juicio, el establecimiento de unos límites de precios totalmente irrea-
les, así como la fijación de una cantidad convencional por puesto escolar,
constituyen gran parte de la causa dei fracaso de esta institución, fracaso que
se evidenció en la práctica por la inexistencia de peticionarios para subvención
y una fuerte demanda para los préstamos, hasta el punto de que la Adminis-
tración se veia forzada a transferir fondos del crédito de subvención al de
préstamos frecuentemente, pese a la equiparación y no escasa cuantia de
(as cantidades destinadas a ambas atenciones (1.021.000.000 de pesetas para
préstamos y otros tantos para subvenciones).

En todo caso, no hay que despreciar, como causa concurrente de la poca
ilusión de los particulares en estas ayudas, ia prohibición de acogerse a los
beneflcios crediticios de la declaración de interés social, prohibición injustifi-
cada, ya que tan sólo en una falta de garantía real podrfa fundarse la negativa.

Formación profeslonal

Las ayudas en materia de formación profesional están reguladas básica-
mente por la Orden ministerial de 23 de mayo de 1958, disposición que se
refiere tanto a subvenciones para inversión como a ayudas para funciona-
miento de los centros. Esta Orden se ha desarrollado en Resoluciones de la
Dirección General de Formación Profesional y Extensión Educativa, cuya última
expresión, aún en vigor, es la de 31 de enero de 1972.

EI procedimiento y condiciones del otorgamiento de las subvenciones, se-
gún esta última Resolución, es bien slmple: Se pide la subvención, y la Direc-
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ción General -según dice la Norma citada-, después da •un examen dete-
nido•, •aprueba las que considere más interesantes desde los puntos de vista
cuantitativo y cualitativo de la subvención..

Esta simplicidad deja, empero, al administrado tan indemne que ni siqulera
encontrará base para que pueda utilizar un recurso por desviación de poder.
La norma comentada tiene, sin embargo, una novedad: En el sistema se inclu-
yen tanto las subvenciones para obras como para instalaciones y equipa-
miento.

Las subvenciones se abonan mediante certificaciones de obras o compro-
bacfón de la instalación o suministro efectuado.

Educación unlversltarla

Las subvenciones a las Universidades privadas comienzan formalmente en
el año 1968 con una cuantfa pequeña: 30 millones de pesetas. Para el III Plan
de Desarrollo están previstos 929,6 millones, distribuldos en la siguiente forma:
150 en el presupuesto de 1972, 209 en el de 1973, 286,20 en el próximo de 1974
y 284,4 en el de 1975.

Por Orden de 3 de diciembre de 1968 (•Boletin Oficial del Estado. de 11 de
febrero de 1968), se dictaron unas normas para la distribución de estas sub-
venciones que se materializaban en una fórmula en función del número de
alumnos y de las tasas de percepción, fórmula que trató de perfeccionarse
por la Orden vigente de 3 de diciembre de 1970 (•Boletín Oficial del Estado^
de 5 de enero). Ambas Ordenes exigfan unas normas complementarias de la
Dirección General de Universidades e Investigación, que no han Ilegado a
dictarse, por lo que hasta ahora las subvenciones se han repartido sin un cri-
terio formalmente explicitado.

Independientemente de la justicia de la fórmula de distribución, que ori-
ginó amplias reacciones entre los beneficiarios, estimamos que el flanco débil
de las subvenciones a las Universidades consiste en la inexistencia de unos
criterias de distribución y comprobación del importe concedido. Se libra una
cantidad en firme y con ello acaba el procedimiento subvencionador.

III. EL DERECiiO POSITIVO VIGENTE

EI derecho positivo vigente está constituido, por una parte, por ta propia
Ley General de Educación y, por otra, por el Decreto 488/1973, de 1 de marzo,
sobre régimen de ayudas a la enseñanza no estatal.

La subvención de la inversión está subsumida en la Ley Generai de Edu-
cación en la subvención de gratuidad que regula el artículo 94, 4, a). Como es
sabido, dicho precepto obiiga a la enseñanza gratuita mediante una compensa-
ción económica que comprende dos partidas:

a) EI coste de sostenimiento por alumno en la enseñanza de los centros
estatales.

b) La cuota de amortizacián e intereses de las inversiones requeridas.

Esta segunda partida es una subvención, obligada, del coste total de inver-
sión del Centro no estatal, calculable en un mínimo de treinta años por efecto
de la obligación de devolver antes de que transcurra dicho plazo, que se esta-
blece en el apartado c) del número 4 del mismo articulo.

16



En todo caso, se trata de una subvención •sui géneris^ por cuanto su objeto
no es fomentar la construcción, sino efectuar una contraprestación al ofreci-
miento de un servicio de enseñanza gratuita.

En rigor, el propio derecho de auxilio a la financiación lo constituye el De-
creto 488 citado, en cuya exposición nos vamos a centrar.

1. Cómo surge el Decreto

EI Decreto emana por iniciativa oficial, como consecuencia de la prepa-
ración del desarrollo ^ormativo de las autor:zaciones de centros no estatales,
iniciativa ciertamente suscitada por las representaciones oficiaies del em-
presaríado no estatal.

En efecto, el Ministerio de Educación y Ciencia cree necesario reglamentar,
junto con la autorización de centros docentes, el sistema de su promoción,
a fin de establecer las posibilidades materiales garantes de esta libertad. Al
someterse el texto a dictamen de los Consejos Nacional de Educación y de Es-
tado se confeccionan dos textos distintos, uno repartido en el Consejo de M:nis-
tros de 9 de diciembre de 1972, aún pendiente de sanción, y otro de ayudas y
subvenciones a la enseñanza no estatal que, con mayor fortuna, se promulga con
fecha 1 de marzo del presente año. AI referirse a ambos textos, el Consejo de
Estado, lamentando su separación, decía en su dictamen: •EI tratamiento uni-
tario y en un solo texto era lógico y apropiado dentro de una adecuada her-
menéutica jurídica, ya que el régimen de previa autorización de los Centros
de enseñanza no estatales podría Ilegar a interpretarse en menoscabo del
principio de libertad de enseñanza, si no va seguidamente compensado con un
buen sistema de subvenciones, créditos y beneficios•.

En las Navidades de 1971, se presenta a la Comisión Asesora de la D:rec-
ción General de Programación e Inversiones el primer borrador y, salvo a'gu-
nas interrupciones esporádicas, el texto no deja de ser examinado perma-
nentemente por todos los sectores interesados.

En julio de 1972, se solicita dictamen del Consejo de Estado, dictamen que
se evacua el 16 de octubre del mismo año. Luego, comienza un proceso de
acomodación necesaria, que se abre para recoger las observaciones de los
dist'ntos Departamentos ministeriales, y, al fin, es aprobado el 1 de marzo
de 1973.

2. Ambito de ap[icación del Decreto

EI texto sometido al Consejo de Estado se refería a todos los centros no
estatales de cualquier nivel educativo.

Recogiendo la idea originaria del primer borrador, el Consejo de Estado
formula sus reparos a la posibilidad de aplicar el Decreto en el ámbito de la
enseñanza de nivel superior, por cuanto estima, y no sin razón, que la libertad
de crear centros universitarios privados es más nominal que reaB, ya que pre-
cisa de una norma con rango de Ley, considerando, por tanto, que es en dicha
norma, y no en un Decreto general, donde deberían establecerse las ayudas
que en cada caso se estimen necesarias.

EI Consejo de Ministros, a propuesta del Departamento, acepta la sugerencia
del Consejo de Estado, excluyendo la educación universitaria del sistema. Sin
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embargo, la exclusión que aparece en el ^Boletín Oficial. de la educación
preescolar hay que entender que se debe a una omisión material que habrá
de subsanarse dada la absoluta carencia de razones para su preterición.

3. EI objeto de la subvención

EI objeto de la subvención es la construcción y equipamiento de centros de
enseñanza. Sin embargo, conviene previsar dicho objeto, porque esta expresión
no es enteramente inequívoca.

Por una parte, no se trata de la mera construcción de centros, sino tam-
bién, lo que es más importante, de las necesarias obtas de transformación
para acomodarse a las exigencias de Ia Ley General de Educaclón. Con este
precepto, el Estado se compromete a favorecer el cumplimiento de una obliga-
ción que él ha impuesto, obligación que de otra manera revestiría excesiva
dureza.

Por otro lado, no se trata de mera construcción de puestos escolares, sino
que es posible la adquislción de lnmuebles con dicha finalidad, como específi-
camente d:ce el artículo 3 del proyecto. Ahora bien, ^están incluidos los sola-
res como objeto de subvención? A mi entender están excluidos; en primer
lugar, porque sería injusto subvencionar un bien normalmente revaiorizable;
en segundo lugar, porque entre los antecedentes del Decreto hay una pro-
puesta concreta en este sentido del Consejo Nacional de Educación, que no
estimó oportuno recoger ni el dictamen del Consejo de Estado ni, desde luego,
el Ministerio de Educación al elaborar su proyecto definitivo. Cierto que el
artículo 3° del Decreto habla de •inmuebles• y el solar lo es, pero de su con-
texto se deduce claramente que se trata de edificaciones. A mayor abunda-
miento, hay que añadir que, dada la compatibilidad de la subvención con la
declaración de interés social y sus inherentes beneficios, es posible, a través
de dicha fórmula, un auxilio en la financiación del solar a títuio de préstamo a
largo plazo y con bajo Interés, aunque de facto el Banco sblo financia la edi-
ficación.

Por último, bajo el galicismo de equipamiento, el Decreto hace posible tam-
bién la subvención para mobiliario y equipo escolar. Ahora bien, ^se trata de
una subvención que puede ser diferenciada de la de construcción o adquisic'ón,
o necesariamente ha de seguir a ésta? La Ley no distingue, por lo que caben to-
das las posibilidades, incluida la subvención de mobiliario para un centro ya
en explotación. Sin embargo, el criterio óptimo seria no sólo comprender en
la subvención ambos conceptos sino, en el nivel correspondiente, hacerla coin-
cidir con la subvención de funcionamiento para que se Impartlera enseñanza
gratuita.

4. Los criterios de distribución

Un derecho de subvenciones sin criterios de otorgamiento se convierte en
un puro régimen de arbitrio. Arbitrariedad que no quiere decir injusticia nece-
sariamente. Cabalmente, el arbitrio permite graduar los casos, ponderar situa-
ciones, admit'r excepciones. Pero abre la puerta a las motivaciones subjetivas,
poniendo en peligro la imparcialfdad y la pureza de los acuerdos.

EI Decreto establece unos criterios generales que habrán de desarrollarse
aún más en las disposiciones que lo complementen y mucho más en la doc-
trina que vaya naciendo del quehacer administrativo y jurisdiccional.
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Estos criterios son:
a) En primer lugar, tener en cuenta los Centros más necesarios de confor-

midad con lo qlie se determine en la correspondiente programación aprobada
ai efecto.

Esto obliga a dar a la programación de necesidades una importancia aún
mayor que la que entitativamente le corresponde. Esta importancia requiere
tanto un exquisito cuidado en los estudios técnicos, como una imprescindible
objetividad en su determinacrón, objetividad a la que mucho ha de contribuir
la información pública previa a su aprobación.

b) Acomodarse a las preferencias de niveles educativos establecidas en
las directrices del Plan vigente o, en su defecto, el que determine el Ministerio
de Educación y Ciencia.

En rigor, este criterio de preferencia ya está subsumido en el anterior y, más
que cr;terio de subvención, hay que entenderlo como un criterio a tener en
cuenta al programar.

c) En cuanto a los peticionarios, en primer lugar, las instituciones sin fin
de lucro; en segundo lugar, el resto de los tituEares que pueden ser autorizados
para crear un Centro no estatal.

He de indicar que en los primitivos borradores, la preferencia de beneficia-
rios era distinta, porque se establecía una especial prioridad en favor de las
cooperativas de padres o de profesores, juntamente con las comunidades de
rel giosos de la enseñanza, que, en rigor, constituyen, de facto, una obra de
cooperación profesoral. Después de este primer grupo, figuraban las demás
instituciones sin fin de lucro y, finalmente, las demás personas físicas y jurí-
dicas. Aun aceptando la norma ya promulgada, no faltan razones en favor de
la primitiva fórmufa. En efecto, dentro de las innumerables instituciones no es-
tatales sin fin de lucro, entre las que están incluidas las Fundaciones y hasta
la propia Administración pública local, destacan tres tipos de instituciones que
tienen una sustantividad directamente relacionada con el fin educativo. En pri-
mer lugar, y desde luego, los propios padres, porque en el ejercicio de su li-
bertad de educar a los hijos está la causa de que nazca a la vida del derecho
el sistema de protección pública. En segundo lugar, la propia vocación docente
organizada jurídicamente sin fin lucrativo, como es la cooperativa de docentes
y, por último, las instituciones de religiosos de la enseñanza, por idénticas ra-
zones e independientemente de sus finalidades apostólicas. Quizá porque esta
estructura era excesivamente rigurosa y no exenta de dificultades, el legis-
lador optó por la solución antedicha.

En todo caso, difícil es que la Administración deje de ponderar la propia
presencia de una agrupación de padres de alumnos, singularmente cuando cum-
plan el requisito necesario para poder acogerse a la prioridad: que en sus esta-
tutos no existan limitaciones que coarten la libre voluntad de ingreso en ellas
de los padres de familia radicados en la zona donde ha de ubicarse el Centro.
Es decir, que sea un vehículo de integración social y no un camino de sefección,
aunque, a mi juicio, pueden existir limitaciones sustanciales que no contrarían
la finalidad de la norma; piénsese, por ejemplo, en una cooperativa de padres
de determinada confesión religiosa.

d) Siendo más que probable la concurrencia de peticionarios, dentro de
cada grupo, el Decreto se ocupa de establecer criterios para dirimirla, crite-
rios que no estaban en los anteproyectos anteriores al dictamen del Consejo
de Estado y qus surgieron en la reelaboración del proyecto después de ser
sometido por vez primera al Consejo de Ministros. Dichos criterios mejoran la
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primltiva propuesta porque, aunque no pueden considerarse completos, dejan
apuntadas unas pautas preferenciales que limitan lo que podría ser excesiva
discrecionalidad administrativa.

EI Decrato habla de •condiciones docentes n , térm'no deliberadamente am-
biguo que permite considerar tanto el historial subjetivo del solicitante como
la oferta de mejoras en instalaciones docentes, así como en ios requisitos del
profesorado o en los métodos pedagógicos, •cuantía de las cuotas para el alum-
nado• y•la colaboración económica para el sostenimiento del Centro•. Por
último, es evidente que hay que tener en cuenta la prioridad establecida en la
disposición transitoria respecto de los proyectos de nueva creación de Centros
en sustitución de aqueilos que no sean susceptibles de transformación.

Obviamente, la Administración tendrá que ponderar estos criterios, ya que
dificilmente podrían traducirse en baremos matemáticos que resultarían exce-
slvamente convencionales y hasta caprichosos.

Ahora bien, lo importante, a mi entender, es que el Decreto obliga a una
consideración global de todas las peticiones, ya que, de lo contrar'o, difícil-
mente podrían aplicarse los criterios establecidos. Tendrá que haber una con-
vocatoria pública y una resolución general que obligue a dar razón de las
adjudicaciones y que permita utilizar las vías de recurso administrativo y
jurisdiccional por agravio comparativo o desviación de poder. Gana con ello
la objetividad de las determinaciones y la seriedad de la Administración en
un tema tan espinoso. Hay que suponer que se exigirá la intervención precep-
tiva, bien de la Comisión Asesora de la Dirección General, bien del Consejo
Nacional de Educación.

5. Las condiciones de la subvención

Se establecen en el artículo 4° del Decreto:

a) La afectación de destino

Los primeros promotores del proyecto de ayudas concibieron una subven-
ción total. La postura era ésta. En vez de construir el Estado construye el par-
ticular, pero queda el bien objeto de la subvención permanentemente afecto a
la enseñanza. No sin protestas ni advertencias, esta fórmula pasa al Consejo
de Estado. Como en el proyecto no estaba explicitada la cuantía de la subven-
ción, el Consejo de Estado, dando por supuesto, y así lo dice expresamente,
que la subvención no sería total (criterio que considera •demasiado generoson)
sostiene la tesis de que la afección permanente del destino resultaba excesiva.

Aceptando los fundamentos del dictamen del Consejo de Estado, los auto-
res del último proyecto pasan por diversas fórmulas, para dejar definitivamente
el texto siguiente:

•La obligación de dedicar a la enseñanza los bienes en que se
hubiera materializado la subvención, durante la vida útil de los mismos
para tal destino. La duración presunta será fijada en el acto de la
concesión de la subvención y en el caso de nuevas edificaciones no
será Inferior a treinta años.•

La fórrnula, como se ve, es extremadamente confusa y farragosa. En todo
caso, es necesario hacer una determinación de la vida útil de los bienes objeto
de subvención. Aunque dicha determinación ha de hacerse en el acto de con-
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cesión de la subvenclón, estimo que no serfa contraria a derecho una dispo-
sición de carácter general estableciendo los plazos de duración presunta de
las distintas ciases de bienes, ya que esta decisión hay que adoptaria aprio-
rísticamente en el acto de concesión de la subvención.

Pese haber sido modificado, de esta manera, el sentido originario del pri-
mitivo proyecto, no creo que sea ímposible articular con el Estado un tipo de
colaboración en la que el particular aporte el solar y aquél la totalidad de su
construcción. Me refiero a la prioridad «absoiuta n que tiene en la concesión
de Centros construidos por el Estado (artículo 7° del Decreto 488j la persona
o entidad que hubiese cedido al Estado el solar para la construcción del Centro.
En efecto, jurídicamente es posible que un particular ofrezca al Estado un solar
con las siguientes condiciones de reversión:

al Cuando el ediflcio deje de estar afecto a la enseñanza.

b) Cuando el cesionario sea persona distinta del oferente.
En estos supuestos operaría el cambio de titularidad y•la preferencia

absoluta• a que se refiere el Decreto. En definitiva, se obtendría un resultado
similar al que pretendió el primer proyecto, si bien con otro juego jurídíco.

b) LJmftaclón de cargas

Según el apartado b), es condición de la subvención •no gravar el inmueble
con otras cargas que aquellas que tuvieran por objeto garantizar créditos des-
tinados a la construccián del edificio».

Normalmente, el particular que obtenga una subvención, será beneficiario
de la correspondiente declaracidn de interés social, beneficios que el Decreto
declara compatibles, superando de esta manera una contradicción de la legis-
lación anterior. Aún más, en las disposiciones que desarrollen el Decreto habrá
que ligar procedimentalmente el procedimiento de subvención y e1 de decla-
ración de interés social. Pues bien, tanto en este caso, como en los supuestos
en que el particular desee acogerse a cualesquiera otros beneficios crediticios,
no existe impedirnento alguno, dentro dei usual régimen de establecimiento de
garantías, para que el particular ofrezca como garantía el valor no comprendida
en la subvención del Estado.

Y aún más, con el examen cautelar correspondiente, es decir, con la previa
autorización del Ministerio, podria ser compatible la subvención con «nuevos
gravámenes derivados del costo de las obras de transformación o ampliación
del Centro docente•.

c) «Realizar la construcción con arreglo a los módulos que apruebe el
Minlsterio de Educación y Ciencia, a tenor de los adoptados en Centros de!
Estad o. ^

^Hay que interpretar que el Decreto exige el establecimiento de unos mó-
dulos de coste, bien por puesto escoiar, bíen por metro cuadrado de construc-
ción? A mi entender, no necesariamente. Puede también pensarse que el le-
gislador se refiere a•módulos de construcción adoptados en Centros del Esta-
tado» que trascienden al coste, pero que no son •mádulos de coste=.

Estimo que el interés del legislador está en no subvencionar sino en la
medida en que el Centro no traspase los crlterios de construcción del Estado
ni en más ni en menos. Por tanto, para huir del previo establecimiento de unos
módulos de coste, que son circunstanciales y difíciles de revisar, la solución
podría estar en que al aprobarse ei ineludible proyecto y presupuesto de 1a
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obra, el Estado determine si la misma se ajusta o no a los módulos de cons-
trucción de Centros del Estado, fijando el presupuesto protegible.

Ciertamente que el Decreto parece dar a entender que se tiene que producir
una disposición aprobatoria de los módufos, pero no va contra el espíritu del
Decreto que •la aprobación• de d'chos módulos sea circunstanciada y de ré-
gimen interno. En definitiva, esta será una de las grandes cuestiones que tendrá
que decidir la autoridad administrativa al aprobar las normas complementarias
del Decreto.

d) ^La deierminacidn de las cuotas a recibir es otra de las condiciones
de la subvención.^•

^Podría considerarse que este requisito es innecesario? En efecto, todo
Centro, sea o no subvencionado, ha de recibir una autorización administra-
tíva de su precio juntamente con la propia autorización para su apertura. En
el establecim`ento de dicho precio ya se tendrá en cuenta, para descontarlo
dei mismo, la incidencia del ímporte de la subvención.

Por otra parte, ^rcómo se revisará el precio acordado? EI problema de las
revisiones periódicas pueden dar al traste con el incentivo proyectado, como
es experiencia permanente en la legislación anterior. Sugiero que el Centro
pueda modificar sus precios en la medida en que sean autorizadas con carácter
general unas modificaciones de precios. Articular una revisión específica au-
mentaría el burocratismo y pondría en peligro la eficacia del slstema.

En cualquier caso, es bueno que el part`cular comparezca ante la Adminis-
tración ofreciendo unas previsiones de fas cuotas a percibir, porque ello ha de
jugar -no se olvide- en la consideración de los criterios de otorgamiento.

6. La cuantía de fe subvenciŭn

Ya anteriormente hemos hecho referencia a cómo comenzó a tratarse ei
tema como subvención total para luego concebirse como subvención limitada,
aunque en la pura literalidad del Decreto -no asi en su espíritu- cabe la hipó-
tesis de una subvención al cien por cfen, hipótesis que con fos condicionamien-
tas actuales de destino limitado en el tlempo, me parece absolutamente des-
proporcionada. Se dirá que por imperativo de los conciertos educatlvos a que
se refiere el artículo 94 de la Ley General de Educación, el Estado termina por
subvencionar totalmente el costo de fa edlficación cuando flnalice el periodo
de amortización que se establezca. Ello es cierto y no han faltado voces auto-
rizadas que hayan advertido importantes reparos a dicha fórmula. Pero la dife-
rencia es, con todo, importante, ya que, por un lado, la subvención por con-
cierto se da graduaimente y no de una sola vez, y, por otro, y ello es más
importante, los conciertos permiten pactar con el interesado el destino del
Centro una vez que finalice el perfodo de amortización y sigan siendo necesa-
rias las instalaciones para el servicio de la enseñanza.

Sea lo que fuese, lo cierto es que al ser la subvención normalmente limitada,
sería bueno que en las disposiciones complementarias del Decreto se estable-
cieran dichos límites, fijándose en unos porcentajes sobre la base-insisto-
del presupuesto de la obra, del mobiliario o del equipo escolar, todo ello
sin perjuicio de que pudiera dejarse abierta la puerta para considerar por-
centajes superiores en supuestos excepcionales, debidamente comprobados y
aprobados con superiores garantías a las ordinarias.
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7. Las garantías de la subvención

Pueden considerarse dos tipos de garantías; unas, las de la Administra-
ción; otras, las del administrado.

Respecto a las garantías de la Administración, basta citar:

a) Por una parte, que los solicitantes han de reunir los requisitos que sean
necesarios para ser destinatarios de una autorización de creación del Centro
estatal.

b) Por otra, que la subvenclón se dará mediante la presentación de un
proyecto y con la justificación de la obra o equipamiento realizado, lo cual
ha de detallarse en las disposiciones complementarias.

c) Por último, porque constituye hipoteca legal que garantlza el cumpli-
miento de las condiciones de la subvención con los intereses correspondientes.
EI Decreto habla de ^incumplímíento de !as condiciones de la autorizac:ón o
de la subvención n , pero en rigor no es pensable que el Centro esté destinado
a la enseñanza sin estar autorizado.

Respecto a las garantías del administrado, las más importantes son el nece-
sario procedimiento de convocatoria pública y la posibilidad de utilizar, con
solidez, el régímen de impugnación de los actos administrativos, administrativa
o jurisdiccionalmente.
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